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RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

Comparece la Junta de Retiro (Junta o peticionaria), 

solicitando la revocación de una Resolución dictada por Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), el 5 de enero de 

2021. Mediante esta, el foro primario declaró Con Lugar a las 

objeciones presentadas por las demandantes de epígrafe a las 

contestaciones de los requerimientos de admisiones. A su vez, 

ordenó a la parte peticionaria a contestar los requerimientos de 

admisiones.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del auto de certiorari.   

I. 

El 26 de junio de 2019, la señora Carina Medina Morales y la 

señora Solanya Vargas González (en lo sucesivo, las recurridas) 

instaron una Demanda de represalias, discrimen, hostigamiento 

laboral, despido ilegal y daños y perjuicios contra la Junta, el Estado 

Libre Asociado y el licenciado Luis M. Collazo Rodríguez.1 En esta, 

 
1 Apéndice del certiorari, págs. 1-13. 
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alegaron que eran Oficiales Examinadoras de la Junta de Síndicos 

(ahora denominada Junta de Retiro) y que sus puestos fueron 

reclasificados de unos de confianza a puestos de carrera. Indicaron 

que han sido reconocidas como afiliadas al Partido Nuevo 

Progresista, y fueron nombradas bajo la administración del entonces 

gobernador el Hon. Luis Fortuño. Señalaron que, bajo la 

administración del Hon. Alejandro García Padilla se nombró al Lcdo. 

Luis M. Collazo Rodríguez (Lcdo. Collazo Rodríguez), quien era 

simpatizante del Partido Popular Democrático. Posteriormente, se 

nombró al Lcdo. Collazo Rodríguez como Administrador de la Oficina 

de la Junta.  

Siguieron alegando que, el Lcdo. Collazo Rodríguez comenzó 

con un patrón de hostigamiento laboral, represalias, discrimen 

ideológico y por edad contra las peticionarias, lo que culminó en su 

despido ilegal. También arguyeron que habían sido sometidas a un 

ambiente hostil. Por ello, solicitaron lo siguiente: 1) la reinstalación 

inmediata en su puesto, pago de todos los salarios y beneficios 

marginales dejados de percibir; 2) el cese y desista de cualquier 

acción u omisión discriminatoria y/o represalias en su contra; 3) 

pago de $300,000 a cada una de las demandantes en concepto de 

daños y perjuicios; y 4) honorarios de abogado.  

 Durante el descubrimiento de prueba, el 6 de febrero de 2020 

las recurridas cursaron un Primer Pliego de Interrogatorios y 

Requerimiento de Admisiones. Luego de varias solicitudes de 

prórroga, el 2 de septiembre de 2020 la Junta contestó el 

requerimiento de admisiones, objetándolos todos.2 Posteriormente, 

el 17 de noviembre de 2020 las recurridas presentaron una Moción 

Objetando las Contestaciones de la Junta de Retiro al Requerimiento 

de Admisiones.3 Allí, alegaron que los requerimientos cursados a la 

 
2 Anejos 8 y 9 del Apéndice de la moción desestimación. 
3 Apéndice del certiorari, págs. 43-58. 
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Junta no fueron contestados ya que las respuestas se limitaron a 

objetar lo requerido. Por lo que, solicitaron la intervención del foro 

primario.  

Por su parte, el 21 de diciembre de 2020 la Junta presentó su 

Oposición a Moción Objetando las Contestaciones de la Junta de 

Retiro al Requerimiento de Admisiones.4 Señaló que ninguno de los 

empleados de la Junta tenía conocimiento personal de los hechos 

alegados en la demanda, por lo que era imposible poder contestar 

los requerimientos de admisiones. Añadió que, las contestaciones 

suministradas estaban basadas única y exclusivamente a los 

documentos que la Junta tenía bajo su dominio, posesión o 

custodia. Por ello, indicó que la información solicitada era una 

expedición de pesca y solicitó que se diera por sometido el 

requerimiento.  

Atendidos los planteamientos de las partes, el 5 de enero de 

2021, el foro primario declaró Con Lugar a la solicitud presentada 

por las recurridas sobre las contestaciones brindadas por la Junta 

a los requerimientos de admisiones. En consecuencia, se ordenó a 

la Junta a suministrar la información solicitada por las recurridas.  

Inconforme con el referido dictamen, el 23 de marzo de 2021, 

la peticionaria compareció ante nos mediante Certiorari. En el 

recurso, señaló la comisión del siguiente error: 

Erró y abusó de su discreción el TPI al ordenar la 

contestación al requerimiento de admisiones a pesar de 
nuestras objeciones debidamente fundamentadas.  
 

Por su parte, el 5 de abril de 2021 la parte recurrida 

compareció ante este foro mediante Moción de Solicitud de 

Desestimación.   

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, a la luz 

del derecho aplicable, procedemos a resolver. 

 
4 Apéndice del certiorari, págs. 59-73. 
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II. 

A. 

El recurso de certiorari es un mecanismo de carácter 

extraordinario mediante el cual un tribunal de superior jerarquía 

puede revisar, a su discreción, una decisión de un tribunal inferior.5 

La Regla 52 de Procedimiento Civil6 contiene las disposiciones 

pertinentes en cuanto a las revisiones de un tribunal de superior 

jerarquía sobre las sentencias, resoluciones u órdenes 

interlocutorias del Tribunal de Primera Instancia. Como norma 

general, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil7 permite al Tribunal de 

Apelaciones expedir un recurso de certiorari para revisar aquellas 

resoluciones u órdenes bajo las Reglas 56 y 57 de Procedimiento 

Civil8 o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.  

 No obstante, a manera de excepción, la referida regla permite 

que el Tribunal de Apelaciones revise aquellas órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el foro primario en las 

siguientes instancias:  

1) cuando se recurre de decisiones en cuanto a la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales;  

2) asuntos relativos a privilegios evidenciarios; 

3) anotaciones de rebeldía; 
4) casos de relaciones de familia; 

5) en aquellos casos que revistan de interés público; y  
6) en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia.  
 

 Al decidir si expide un auto de certiorari, el Tribunal de 

Apelaciones debe regirse por los criterios expuestos en la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones.9 Los criterios para 

tomar en consideración son los siguientes:  

 
5 Art. 670 del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, hoy conocido como Ley de 
Recursos Extraordinarios, 32 LPRA 3491; Pueblo v. Díaz León, 176 DPR 913 

(2009). 
6 32 LPRA Ap. V, R. 52.  
7 Supra. 
8 32 LPRA Ap. V., R56 y R57.  
9 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Mun. Aut. De Caguas v. JRO Construction, Inc. et al., 
201 DPR 703, 712 (2019). 
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1) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  
2) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
3) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por 

el Tribunal de Primera Instancia.  
4) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los 

cuales deberán ser elevados, o de alegados más 
elaborados.  

5) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración.  

6) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido 
del pleito y una dilación indeseable en la 

solución final el litigio.  
7) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

 

Es meritorio reiterar que el mecanismo de certiorari es 

discrecional.10 No obstante, esa discreción “[n]o se da en un vacío ni 

en ausencia de unos parámetros.”11 Al realizar dicha determinación, 

el Tribunal de Apelaciones debe ser sumamente cuidadoso.12  

B. 

 

La Regla 23 de Procedimiento Civil regula lo concerniente al 

alcance del descubrimiento de prueba.13 El descubrimiento de 

prueba persigue: 1) precisar los asuntos en controversia; 2) obtener 

evidencia para ser utilizada en el juicio, evitando así sorpresa en 

esta etapa de los procedimientos; 3) facilitar la búsqueda de la 

verdad; y 4) perpetuar evidencia. En consonancia, ha sido reiterado 

que el procedimiento para descubrir prueba en la litigación civil está 

concebido como uno amplio y liberal.14  

Sin embargo, esta liberalidad no debe interpretarse como una 

absoluta. Existen dos limitaciones fundamentales al 

descubrimiento: (1) no puede descubrirse materia privilegiada, 

 
10 Mun. Aut. De Caguas v. JRO Construction, Inc. et al, supra, pág. 712. 
11 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 
12 Negrón v. Srio. De Justicia, 154 DPR 79, 93 (2001).  
13 32 LPRA Ap. V, R. 23; Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 152 (2000); 

Ortiz v. ELA, 125 DPR 65 (1989). 
14 Berríos Falcón v. Torres Merced, 175 DPR 962, 971 (2009); E.L.A. v. Casta, 162 

DPR 1, 13 (2004); García Negrón v. Tribunal Superior, 104 DPR 727, 738 (1976). 
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según los privilegios que se reconocen en las Reglas de Evidencia, y 

(2) la materia a descubrirse tiene que ser pertinente al asunto en 

controversia.15 El concepto de pertinencia para propósitos del 

descubrimiento de prueba, aunque impreciso, debe ser interpretado 

en términos amplios.16 “Así, para que una materia pueda ser objeto 

de descubrimiento, basta con que exista una posibilidad razonable 

de relación con el asunto en controversia.”17 El criterio de 

pertinencia, incluye todos los asuntos que puedan tener cualquier 

relación con la materia objeto del pleito, aunque no estén 

relacionados con las controversias específicas esbozadas en las 

alegaciones.18  

Asimismo, la Regla 23.2 de Procedimiento Civil,19 le reconoce 

al Tribunal ciertas facultades para emitir órdenes protectoras que 

limiten o condicionen el descubrimiento de prueba. Además, 

nuestras normas procesales promueven el que las partes 

planifiquen y diseñen el manejo del tiempo para así garantizar la 

eficiencia del descubrimiento de prueba. Nuestro máximo foro ha 

reconocido que los tribunales de instancia están facultados para 

modificar los términos y concluir el descubrimiento de prueba 

conforme a las particularidades y circunstancias de cada caso. Así, 

cualquier limitación al descubrimiento de prueba deberá hacerse de 

forma razonable.20 Es decir, “[m]ás que una facultad, existe un deber 

que se le impone al Tribunal de Primera Instancia de actuar 

afirmativa y dinámicamente en la tramitación de los casos ante su 

consideración”.21  

 
15 32 LPRA Ap. V., R.23.1; Alfonso Brú v. Trane Export, Inc., 155 DPR 158, 167 

(2001). 
16 Id, citando a General Electric v. Concessionaries, Inc., 118 DPR 32, 40 (1986). 
17 Id, citando a Rodríguez v. Scotiabank de P.R., 113 DPR 210, 212 (1982). 
18 ELA v. Casta, supra. 
19 32 LPRA Ap. V, R. 23.2. 
20 Rivera y otros v. Bco. Popular, supra, pág. 154; Lluch v. España Service Sta., 117 

DPR 729, 742 (1986). 
21 Vives Vázquez v. ELA, 142 DPR 117, 139 (1996). 
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En cuanto a los requerimientos de admisiones, la Regla 33 de 

Procedimiento Civil dispone lo siguiente:22 

(a) Requerimiento de admisión. A los efectos de la acción 
pendiente únicamente, una parte podrá requerir por 
escrito a cualquier otra parte que admita la veracidad 

de cualesquiera materias dentro del alcance de la Regla 
23.1 contenidas en el requerimiento, que se relacionen 
con cuestiones de hechos u opiniones de hechos o con 

la aplicación de la Ley a los hechos, incluyendo la 
autenticidad de cualquier documento descrito en el 

requerimiento. […] 
 

[…] Si se objeta el requerimiento de admisión, 

deberán hacerse constar las razones para ello. La 
contestación deberá negar específicamente la 

materia o exponer en detalle las razones por las 
cuales la parte a quien se le requiere la admisión no 
puede admitir o negar lo requerido. Toda negación 

deberá responder cabalmente a la sustancia de la 
admisión requerida, y cuando la buena fe exija que una 
parte cualifique su contestación o niegue solamente 

una parte de lo requerido, deberá especificarse lo que 
sea cierto y negarse solamente el resto. Una parte a 

quien se le requiere una admisión no podrá aducir 
como razón para así no hacerlo la falta de 
información o de conocimiento, a menos que 

demuestre que ha hecho las gestiones necesarias 
para obtener dicha información y que la información 
conocida u obtenida es insuficiente para admitir o 

negar. Una parte no podrá objetar el requerimiento 
basándose únicamente en que la materia requerida 

presenta una controversia justiciable; podrá, sujeto a lo 
dispuesto en la Regla 34.4, negar lo requerido o exponer 
las razones por las cuales no puede admitir o negar.  

 
La parte que ha requerido las admisiones podrá, 

mediante una moción, cuestionar la suficiencia de las 
contestaciones u objeciones. A menos que el tribunal 
determine que una objeción está justificada, 

ordenará que se conteste lo requerido. Si el tribunal 
determina que una contestación no cumple con los 
requisitos de esta regla, podrá ordenar que se dé por 

admitido lo requerido o que se notifique una 
contestación enmendada. El tribunal podrá, en su 

lugar, determinar que se dispondrá finalmente del 
requerimiento en una conferencia con antelación al 
juicio o en una fecha señalada antes del juicio. Las 

disposiciones de la Regla 34.2(c) aplican a la imposición 
de gastos en que se incurra con relación a la moción. 

(Énfasis suplido).  
 

C. 

 

El efectivo funcionamiento de nuestro sistema judicial, y la 

rápida disposición de los asuntos litigiosos, requieren que los jueces 

 
22 32 LPRA Ap. V, R.33.  
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de instancia tengan gran flexibilidad y discreción para lidiar con el 

diario manejo y tramitación de los asuntos judiciales.23 Es por ello 

que a éstos se les ha reconocido poder y autoridad suficiente para 

conducir los asuntos litigiosos ante su consideración y para aplicar 

correctivos apropiados en la forma y manera que su buen juicio les 

indique.24 El Tribunal de Primera Instancia tiene el deber ineludible 

de garantizar que los procedimientos se ventilen sin demora, con 

miras a que se logre una justicia rápida y eficiente.25 Como regla 

general, los foros revisores no intervendrán con el manejo del caso 

ante la consideración del TPI. Siendo así, el Tribunal Supremo ha 

manifestado, que los tribunales apelativos no deben intervenir con 

determinaciones emitidas por el foro primario y sustituir el criterio 

utilizado por dicho foro en el ejercicio de su discreción, salvo que se 

pruebe que dicho foro actuó con prejuicio o parcialidad, incurrió en 

craso abuso de discreción, o que incurrió en error manifiesto.26 El 

ejercicio adecuado de la discreción se relaciona de manera estrecha 

con el concepto de razonabilidad.27  

III. 

Evaluado el recurso de certiorari instado por la parte 

peticionaria, la Junta, a la luz de la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil y de la Regla 40 de nuestro reglamento, determinamos que no 

existen circunstancias que ameriten nuestra intervención. No 

estamos en mejor posición que el tribunal a quo para decidir de otra 

manera, ni de sustituir su criterio, en ausencia de prueba que así lo 

indique. 

 
23 In re Collazo I, 159 DPR 141, 150 (2003). 
24 Íd. 
25 In re Pagani Padró, 181 DPR 517, 529 (2011), citando a Heftler Const. Co. v. 

Tribunal Superior, 103 DPR 844, 846 (1975). 
26 Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724, 736 (2018). Citando a Ramos Milano 

v. Wal–Mart, 168 DPR 112, 121 (2006); Rivera y otros v. Banco Popular, 152 DPR 

140, 155 (2000); Meléndez Vega v. Caribbean International News, 151 DPR 649, 

664 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). Véase, 

además, Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). 
27 Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). 
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En el presente caso, la parte recurrida le cursó a la Junta un 

requerimiento de admisiones, el cual fue objetado en todos sus 

incisos. Ante dicha acción, las recurridas solicitaron auxilio del foro 

primario para que ordenara a la Junta a contestar lo requerido, pues 

era materia objeto de descubrimiento, es decir pertinente y no 

privilegiada. Ante la negativa de la Junta de contestar lo requerido 

por las recurridas, el foro primario dictó Resolución en la que ordenó 

a la Junta a contestar los requerimientos de admisiones cursados.  

Como dispone la Regla 33 de Procedimiento Civil, “[a] menos 

que el tribunal determine que una objeción está justificada, 

ordenará que se conteste lo requerido.28 Asimismo, la precitada 

regla le confiere la facultad al juez de instancia para determinar que, 

si una contestación no cumple con los requisitos de la regla, podrá 

ordenar que se dé por admitido lo requerido o que se notifique una 

contestación enmendada.29 De una evaluación del requerimiento de 

admisiones cursados por las recurridas a la Junta y de las 

objeciones presentadas por esta última, no albergamos duda que lo 

solicitado es materia pertinente a la controversia y no una 

privilegiada. Además, las contestaciones de la Junta, objetando 

todos y cada uno de los requerimientos, incumplió con lo dispuesto 

en nuestras Reglas de Procedimiento Civil, la cual dispone que 

[l]a contestación deberá negar específicamente la 

materia o exponer en detalle las razones por las 
cuales la parte a quien se le requiere la admisión no 
puede admitir o negar lo requerido. Toda negación 

deberá responder cabalmente a la sustancia de la 
admisión requerida, y cuando la buena fe exija que una 
parte cualifique su contestación o niegue solamente 

una parte de lo requerido, deberá especificarse lo que 
sea cierto y negarse solamente el resto. Una parte a 

quien se le requiere una admisión no podrá aducir 
como razón para así no hacerlo la falta de 
información o de conocimiento, a menos que 

demuestre que ha hecho las gestiones necesarias 
para obtener dicha información y que la información 

 
28 32 LPRA AP. V., R33.  
29 Id.  
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conocida u obtenida es insuficiente para admitir o 
negar.30 

 

Por lo tanto, sostenemos que el foro de instancia actuó 

conforme a lo que dispone el ordenamiento y dentro del marco de su 

discreción al ordenarle a la Junta a contestar los requerimientos de 

admisiones cursados. Recordemos que, como tribunales revisores, 

no debemos intervenir con las determinaciones interlocutorias 

discrecionales procesales de un tribunal sentenciador en ausencia 

de pasión, perjuicio, parcialidad o error manifiesto. Ante la ausencia 

de tales elementos en la determinación del foro primario, no 

debemos intervenir con lo dispuesto en su dictamen.  

IV. 
 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

auto de certiorari. En consecuencia, devolvemos el caso ante el foro 

primario para la continuación de los procedimientos.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
30 Id.  


